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La semana pasada, una garzona le envió
a Jacqueline Sutter la copia de una carta
mandada al personal, anunciando que

cerraban. El miércoles 5 de agosto, la tradicio-
nal pizzería La Leona bajó la cortina, y la socia
del controlador supo así del fatal destino. 

Sutter y su hijo Santiago Palma —quien fue
administrador hasta marzo— comenzaron a
recibir llamados de trabajadores asustados,
que se habían encontrado con el lugar con
candado y un comunicado en la puerta que
anunciaba: “La situación económica hizo im-
posible continuar”. En paralelo, los comensa-
les daban cuenta públicamente del lamento
por el término de una de las pizzerías más an-
tiguas del sector oriente, reconocida por su
masa y sus panqueques. 

Dueño del 75%, Emilio Sutter, de 84 años,
tomó la decisión. Jacqueline (76), con el 25%
restante del restaurante, nunca se enteró.

Su sobrino lo llamó en reiteradas oportuni-
dades… aún no contesta. “Él no habló con su
socia de ninguna de estas decisiones”, relata.

La caída tras años de éxitos
En 1982, los hermanos Emilio y Pedro Sut-

ter Labarca decidieron emprender en el rubro
gastronómico. Había un local en la calle No-
riega, frente al entonces cine Las Condes. En el
espacio ya operaba un negocio, y los Sutter lo
compraron. Abrieron la pizzería La Leona,
que al poco andar se transformó en un punto
obligado para después de las películas. 

Tras fallecer Pedro, su 50% se traspasó a sus
tres hijos: Verónica, Pedro y Jacqueline Sutter
Sánchez. Verónica vendió su participación a
su hermana y a su tío Emilio, relata el hijo de
Jacqueline, Santiago Palma Sutter. 

Pedro Sutter Sánchez y su tío quedaron en
la primera línea del restaurante. Y todo siguió
adelante hasta que en 2004, el cine bajó la cor-
tina y el barrio cambió. Llegaron los grandes
edificios, y el público transitó de familias a ofi-
cinistas. Además, del despacho a domicilio
que compensaba. 

Vecinos gastronó-
micos como el Quick
Lunch Alemán, el
Chilenazo y La Tasca
de Altamar también
continuaron. 

En septiembre de
2019, Pedro Sutter
Sánchez decidió ven-
der y traspasó su par-
ticipación a su tío.
Las ventas no andaban bien, y existían conflic-
tos con Emilio. 

Santiago Palma trabajaba como repartidor
y asumió las compras y la bodega. 

Con el estallido social, la venta se vio leve-
mente mermada. La pandemia terminó de gol-
pearla. Estuvieron seis meses cerrados, con un
personal —la mayoría con 30 años en el local—
que era mayor y los mandaron a sus casas.

“Mi tío trató de pedir créditos, ayuda ban-
caria, y no nos dieron nada”, cuenta. 

Emilio inyectó $60 millones de su bolsillo
para continuar. “El primer mes, cuando volvi-
mos a funcionar, nos fue bastante bien, todo el
mundo estaba desesperado por salir, después
se normalizó”, relata. Finalmente no lograron
estabilizarse del todo. 

El despacho a domicilio que aportaba un
20% pasó a pesar un 5% con distintas aplica-

solo los salarios eran $22 millones.
En diciembre lograron pagar aguinaldo,

pero no dar la caja de Navidad. En enero y fe-
brero se atrasaron levemente con los pagos
previsionales, lo que en abril debía ordenarse
con la devolución de IVA. 

En marzo, Emilio despidió a Santiago. Se
incorporó su tía Verónica para reflotar el ne-
gocio. “Mi tío tomó esta decisión sin contarle
a nadie”, relata Santiago, a quien le adeuda la
indemnización. 

Verónica duró dos meses —cuenta su sobri-
no— por conflictos con Emilio. Entraron otras
dos personas a hacerse cargo, pero “no pudie-
ron mejorar nada, empezaron a hacer publici-
dad en Instagram y cosas así, pero se dieron
cuenta de que no podían avanzar y decidieron
retirarse”.

“Eso fue lo último que supe. Emilio no le ha
dicho nada a mi mamá ni a mí”, destaca. 

Los trabajadores ya recurrieron a la Direc-
ción del Trabajo para intentar conseguir los
pagos que les adeudan. 

De los tres locales, La Leona tiene dos: uno
arrendado y otro propio. El tercero es una fábri-
ca de masas en la Rampa de Las Flores en Apo-
quindo. “Mi mamá tiene un 25% y tenemos
que ver cuánta deuda hay, lo que se debe devol-
ver, pero llevamos días tratando de hablar con
Emilio para ordenar todo, y sigue sin contestar
el teléfono ni hablando con nadie”, subraya.

Los abogados les dicen que “no hay nada
que se pueda hacer preventivo, mientras no
sepamos qué está haciendo mi tío”. “A mi ma-
má básicamente la estafaron, le pasaron total-
mente por encima sin ningún tipo de respues-
ta”, agrega. 

“El Mercurio” intentó contactar reiterada-
mente durante la semana a Emilio Sutter para
tener su versión y no hubo respuesta. 

ciones, lo que tampoco era sostenible porque
en el mejor de los casos cobraban una comi-
sión del 20% del pedido. Recuperar ese por-
centaje a través de su web tampoco fue posi-
ble: “Hoy, nadie llama por teléfono para hacer
un pedido”, subraya Santiago. 

Además, los sueldos del personal subieron
—“y ya eran buenos”—. Y Santiago agrega un
dato adicional: “Cada vez que íbamos bien, mi
tío tomaba decisiones desafortunadas, que

costaban aún más di-
nero”. Por ejemplo,
administradores que
no funcionaban y de-
bían despedirse al po-
co andar , a lzas de
sueldo sin avisar. 

En el intertanto, co-
menzaron los despe-
didos. De 15 de planta,
pasaron a diez, y ter-

minaron en cuatro. “Mi preocupación era que
el negocio siguiera funcionando porque te-
níamos gente que llevaba 30 años, además de
mantener los intereses de mi madre”, dice
Santiago. 

Un 2025 para olvidar
El año pasado “fue muy malo; tuvimos solo

un mes bueno”. Septiembre empeoró el pano-
rama, con un “18” excesivamente largo y el
pago de aguinaldos. 

En ese minuto, Santiago recomendó cerrar.
Intentaron ver la opción de venta. Hubo un in-
teresado, pero no concretó. Emilio habló con
corredores que le dijeron que lo máximo que
podían conseguir era tres meses de la utilidad:
un máximo de $12 millones, que ni siquiera cu-
bría las deudas. El local vendía $40 millones al
mes, bastante más. Eso compensaba los gastos:

La compleja trama
familiar tras el cierre
de la tradicional
pizzería La Leona

“Mi tío trató de pedir ayuda

bancaria y no nos dieron

nada”, cuenta Santiago

Palma respecto a la

pandemia. Emilio inyectó

$60 millones de su bolsillo. 

Durante años, La Leona fue destino obligado para quienes asistían al cine Las Condes. 

LOS PAÍSES RECOLECTAN DATOS ESTADÍSTICOS CON
EL FIN DE DESCRIBIR SU REALIDAD, tanto demográfica
como económica, social y cultural. La información recopi-
lada es útil para que los gobiernos, las organizaciones y la
ciudadanía en general puedan tomar mejores decisiones.
Es útil, también, para diseñar políticas públicas y evaluar
su funcionamiento.

El valor práctico de esta información depende central-
mente del rigor técnico del levantamiento. Pero eso no
basta: las estadísticas deben ser objetivas y creíbles, lo que
también descansa en la independencia técnica de quien
lleve adelante procesos que incluyen levantar datos, orde-
narlos, custodiarlos, protegerlos, analizarlos y difundirlos. 

En 2015, la segunda administración de Michelle Bachelet
ingresó al Congreso un proyecto de ley para reformar la
institucionalidad del sistema estadístico nacional. El pro-
yecto está en segundo trámite constitucional en el Senado
desde 2017. Su discusión se retomó brevemente a fines del
2024, pero no ha avanzado desde entonces. 

Claves en una reforma están el fortalecimiento de las
capacidades del Instituto Nacional de Estadísticas (INE) y
en dotarle de mayor independencia técnica, no solo a
través del mecanismo de designación de su dirección, sino
también en las limitaciones a las causales de su remoción.
Al mismo tiempo, es relevante la posición que se le otor-
gue dentro de la administración pública y el grado de
discrecionalidad presupuestaria.

En cualquier caso, y más allá de los avances que traería
una reforma, Chile ya tiene un sistema estadístico de alto
nivel internacional. Nuestras estadísticas son reconocidas
y utilizadas por una multiplicidad de usuarios, incluyendo

organismos internacionales y académicos dentro y fuera
del país. Por cierto, siempre hay espacios de mejora —apa-
recen técnicas y métodos más avanzados, además de nue-
vas preguntas—. Pero no hay duda de que nuestras esta-
dísticas son confiables.

Episodios del pasado reciente, como el Censo fallido del
2012 y la controversia en torno a la Encuesta de Caracteri-
zación Socioeconómica Nacional (Casen) del 2011, permi-

tieron relevar públicamente la enorme importancia de la
independencia técnica en estas materias. Así como en el
caso de otras estadísticas oficiales, el Censo y la Casen hoy
siguen procedimientos rigurosos que son acompañados
por actores que aportan conocimientos especializados.

Por ejemplo, para su exitoso levantamiento del Censo
2024, el INE contó con el apoyo permanente de Celade (la
División de Población de la Cepal) y de un comité asesor
conformado por expertos.

Lo mismo puede decirse del Ministerio de Desarrollo
Social y Familia en el levantamiento de la Casen, instru-

mento clave para comprender la situación de los hogares y
diseñar la política social en el país.

Si bien el ministerio coordina y supervisa, en el proceso
participan múltiples instituciones. El INE realiza el diseño
muestral, la Cepal genera la medida de pobreza por ingre-
sos y el PNUD, la medida multidimensional. El proceso
también cuenta con el Panel de Expertos y Expertas Casen,
que acompaña en todas las etapas. En la versión más re-
ciente, el Centro de Microdatos de la Universidad de Chile
se adjudicó vía licitación el levantamiento, mientras que
Cadem se adjudicó su supervisión. Por su parte, el Desuc
de la Universidad Católica se adjudicó la realización de los
pilotos de preguntas nuevas. 

Adicionalmente, en esta ocasión, una comisión asesora
dirigida por el académico de la Escuela de Gobierno UC
Osvaldo Larrañaga hizo propuestas para la puesta al día
de los indicadores para la medición de la pobreza.

El resultado es una encuesta que cuenta con la confianza
de sus usuarios y una medición oficial de pobreza amplia-
mente aceptada. Ello incluye a organismos internacionales,
académicos en Chile y el extranjero, y la sociedad civil. 

Los cuestionamientos hechos estos días por algunas
autoridades del Gobierno a la encuesta Casen y a la validez
de sus resultados son muy preocupantes. Una cosa es
discutir de políticas públicas; otra muy distinta es cuestio-
nar el patrimonio estadístico que el país ha consolidado.

No se trata solo de aspectos científicos o metodológicos.
Las estadísticas en Chile cuentan con una credibilidad bien
ganada. Lo que está en juego es la confianza pública y es
deber de la autoridad cuidar lo que con mucho esfuerzo se
ha construido.

Patrimonio estadístico

Cuestionamientos hechos por algunas
autoridades del Gobierno a la encuesta Casen y a
la validez de sus resultados son muy
preocupantes”.

ANÁLISIS
Andrea Repetto

Entretelones
• MARÍA JOSÉ TAPIA ¿Cuánto recibe

la Universidad
de Chile de Azul
Azul por el uso
de su nombre? 

La rectoría de la Universidad de Chile de-
nunció esta semana “graves y reiterados
incumplimientos” del contrato que

mantienen con la concesionaria del club de fút-
bol, Azul Azul —acuerdo que cumplirá 20
años en 2027— en el marco de la revisión a car-
go del abogado Andrés Jana. La rectora Alejan-
dra Mizala, ha sugerido incluso “hacer un nue-
vo convenio”, con el fin de “cautelar los valores
y emblemas de la universidad”.

Pero esa revisión tiene también una dimen-
sión económica que no se ha abordado, y es una
de las cuestiones que se buscaría modificar.
Anualmente la universidad recibe un aporte
por el uso de emblemas y nombre de la casa de
estudios, un “royalty” que corresponde a 1,05%
de los ingresos totales anuales de Azul Azul,
que en 2025 fueron cerca de $370 millones.

En base a este convenio, la casa de estudios
habría recibido alrededor de $1.864 millones
por concepto de royalty sumados los últimos 10
años. Se incluyeron cláusulas donde se estable-
ció que ese porcentaje (1,05%) crecía con los
años, pero lo reguló solo hasta el 2012. Desde
entonces la cifra se ha mantenido sin cambios. 

La exrectora Rosa Devés, dijo públicamente
que el objetivo es también “exigir más poder de
la universidad dentro del club”. Puso como
ejemplo que, además, solo designan a dos di-
rectores de 11 que conforman el directorio del
club deportivo. Pero en el contrato tampoco se
establece que haya una obligatoriedad de revi-
sión. Además, la concesión se extendió hasta
2052, por lo que el directorio de Azul Azul po-
dría oponerse a esta revisión, ya que esta debe
realizarse de manera conjunta y apelando a la
voluntad del directorio, que en su mayoría fue
designado por el expresidente, Michael Clark.

La universidad alegaría que la cifra de royalty
actual es baja, puesto que no representa el apor-
te real que da el nombre de la universidad al
reconocimiento y tradición del equipo. “Es
muy favorable para la concesionaria”, asegura
Daniel Orsi, abogado y académico de la misma
universidad, que calculó que en un escenario
conservador, el royalty actual es casi ocho veces
menor al que correspondería. Es cierto que en
esos años no existía la sofisticación y las herra-
mientas actuales para la “valorización de intan-
gibles” como son las marcas, agrega Orsi, pero
contar con estas metodologías justificaría una
revisión del convenio.

Como parte de la consultora Portasur, calcu-
laron que el valor de la marca Universidad de
Chile según el royalty vigente es de $2.300 mi-
llones. Sin embargo, en un escenario medio o
conservador, el valor real sería de $18.351 millo-
nes. A su vez, el royalty real calculado debería ser
de un 8,23%, es decir, en vez de los $370 millo-
nes que recibió en 2025, la universidad “debería
haber recibido cerca de $2.925 millones”, según
los analistas de Portasur.
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